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              1828


            



            	

              El Perú declara la guerra a la Gran Colombia, que al año siguiente culminará en el Tratado Larrea-Gual, que determinó como frontera entre ambas naciones la misma que existió entre los virreinatos del Perú y Nueva Granada.


            

          




          

            	

              1830


            



            	

              Aparece Frutos de la educación, obra de Felipe Pardo y Aliaga, considerada la pieza fundadora de la literatura republicana.


            

          




          

            	

              1836


            



            	

              Batalla de Socabaya (Arequipa): Salaverry, presidente peruano, es derrotado por Santa Cruz, cuyo triunfo abrió paso al proyecto de la confederación con Bolivia.


            

          




          

            	

              1839


            



            	

              Batalla de Yungay (Ancash): Santa Cruz es derrotado por el Ejército Restaurador de Bulnes, enviado por Chile, lo que puso fin al proyecto de la confederación con Bolivia.


            

          




          

            	

              1839


            



            	

              Manuel Amunátegui y Alejandro Villota fundan en Lima el diario El Comercio.


            

          




          

            	

              1841


            



            	

              Firma del Tratado Ferreyros-Da Ponte Ribeiro con el imperio de Brasil, que permite el libre tránsito por el río Amazonas para las naves peruanas; a cambio, el Perú dejó de insistir en la línea de San Ildefonso como la frontera entre ambas naciones.


            

          




          

            	

              1845


            



            	

              Ramón Castilla inicia su primer gobierno, que se prolongará hasta 1851. Entre 1855 y 1862 tendrá un segundo mandato, primero como presidente provisorio (1855-1858) y luego como presidente constitucional (1858-1862).


            

          




          

            	

              1847-1848


            



            	

              La Conferencia Americana en Lima, con la participación de Ecuador, Bolivia, Chile y Nueva Granada, marca el inicio del panamericanismo en el continente.


            

          




          

            	

              1849


            



            	

              Despegan las exportaciones del guano, terminada la competencia del producto africano y abierta la consignación a empresarios extranjeros. Llegan los primeros culis chinos.


            

          




          

            	

              1850


            



            	

              El gobierno de Castilla emite el primer Reglamento General de Instrucción Pública.


            

          




          

            	

              1854-1855


            



            	

              Guerra civil entre el gobierno de Echenique y el expresidente Castilla, bautizada por la historiografía como la Revolución Liberal. Abolición de la esclavitud y de la contribución indígena.


            

          




          

            	

              1858


            



            	

              La armada peruana toma Guayaquil, imponiendo dos años después el Tratado de Mapasingue al Ecuador.


            

          




          

            	

              1859-1863


            



            	

              Se publica La Revista de Lima, núcleo del pensamiento romántico y liberal en el Perú.


            

          




          

            	

              1864


            



            	

              Una escuadra española ocupa las islas guaneras de Chincha y exige el pago de deudas. Al año siguiente se firma el Tratado Vivanco-Pareja y un año más tarde se librará el combate del 2 de mayo en El Callao.


            

          




          

            	

              1869


            



            	

              Firma del Contrato Dreyfus, mediante el que se entrega a esta casa francesa el monopolio de las exportaciones de guano y se le encarga la contratación de préstamos para el inicio de las obras ferroviarias.


            

          




          

            	

              1872


            



            	

              Manuel Pardo se convierte en el primer civil en ganar las elecciones para la presidencia e inicia ese mismo año su gobierno al mando del Partido Civil.


            

          




          

            	

              1872


            



            	

              Ricardo Palma publica el primer volumen de sus Tradiciones peruanas.


            

          




          

            	

              1873


            



            	

              Firma del Tratado de Alianza Defensiva entre el Perú y Bolivia y creación del estanco del salitre, cuyas oficinas procesadoras serán expropiadas dos años después.


            

          




          

            	

              1876


            



            	

              Elaboración del primer Censo General de la República, que arroja un resultado de 2,7 millones de habitantes, aproximadamente el doble que en el momento de la independencia.


            

          




          

            	

              1879


            



            	

              Chile declara la guerra al Perú y Bolivia, por la posesión de los territorios salitreros. Dos años después el ejército chileno ocupará Lima y otros dos años más tarde se firmará la Paz de Ancón.


            

          


        

      


    


  




  

    

      Las claves del periodo




      Carlos Contreras Carranza




       




       




       




       




      El lapso comprendido en este volumen (los años de 1830 a 1880) corresponde a la época que la historiografía latinoamericanista ha bautizado como la postindependencia. Su inicio coincide con el final de las guerras de la emancipación en el Perú: el ejército de Simón Bolívar, tras haber conseguido la derrota de las fuerzas realistas en Ayacucho y el Alto Perú y dejar algo establecido el nuevo orden político en el país, regresó a la Gran Colombia en 1827, y abrió paso a una larga serie de gobiernos nacionales precarios y efímeros que la historiografía ha bautizado con el nombre de «caudillismo» o «anarquía» de la postindependencia. El historiador Jorge Basadre, a quien se debe el diseño de la arquitectura general de la historia de la república peruana, lo llamó «el primer militarismo», por haber sido tales caudillos jefes militares de la guerra de independencia y haber tenido la casta militar después nuevas épocas de hegemonía en el gobierno. El final del lapso coincide, por su parte, con el estallido de la Guerra del Salitre, en abril de 1879, que la República de Chile declarara contra el Perú y Bolivia. Por su duración (el país permaneció ocupado hasta 1884) y sus consecuencias, esta guerra pasó a ser la «gran guerra patria» en la consciencia nacional de los peruanos, desplazando de este papel a la guerra de independencia o a otros enfrentamientos internacionales sucedidos posteriormente, y ha funcionado como un hito divisorio en la historia del Perú independiente.




      La independencia dejó un conjunto grande y complicado de retos, sobre los que discurrió la historia del país a lo largo de ese medio siglo. Dichos retos comprendían la estabilización del nuevo Estado independiente y la de sus nuevas instituciones; la creación de una comunidad política nacional de ciudadanos, que se veía complicada por la relativa extensión del territorio y la carencia de fronteras definidas; la definición del tipo de relaciones económicas por desarrollar, tanto en el nivel interno como externo y, en consonancia con ello, la definición de una política monetaria y fiscal; y, por último, el impulso de unos referentes culturales que caracterizasen a la nueva nación y le proporcionasen una identidad nacional.




      La ruptura con España creó una situación política inédita en el Perú. El hecho de haber sido una independencia más bien impuesta desde el exterior, antes que perseguida internamente, implicó que dentro del país no existieran ni líderes con legitimidad suficiente ni las instituciones idóneas para conducir al país a la nueva situación presente. Tales líderes e instituciones tuvieron que improvisarse y someterse a ensayos de prueba y error, de modo que no debe sorprender que el aprendizaje de la libertad fuese en el antiguo país de los incas uno de los más lentos y costosos de la América hispana. Un hecho importante, en todo caso, es que el país no se dividió, como otras excolonias de la América española, ni fue absorbido por otros. Salvo los ajustes fronterizos que ocurrieron a lo largo de los siglos XIX y XX, el país permaneció tal y como era el virreinato del Perú antes del inicio de las guerras de independencia, en 1809. De modo que podríamos adelantar la conclusión de que la estabilización política de la nueva nación fue conseguida, aunque quizás a costa de que su organización no respetase medianamente los principios y las reglas del modelo elegido.




      Este modelo era el de la república centralista, que implicaba una sola comunidad política de nivel nacional. Ésta quedaba articulada por una cabeza gobernante en la ciudad capital, que rotaba periódicamente de acuerdo a la «voluntad popular». Dicha cabeza era el presidente de la República, quien dirigía un Poder Ejecutivo, desplegado por el territorio a través de una pirámide jerarquizada de prefectos, subprefectos y gobernadores, en los departamentos, provincias y distritos, respectivamente. Esta cadena de autoridades políticas garantizaba la unidad territorial y de administración, pero tenía el defecto de dejar muy poco margen de autogobierno a las circunscripciones locales.




      El Poder Ejecutivo dividía, por otra parte, su acción de gobierno en ministerios, que, a lo largo de todo el periodo, fueron cinco: de Gobierno, Relaciones Exteriores, Hacienda, Guerra y Justicia. Este limitado ramillete ministerial expresa bien la idea de lo que se entendía como los ámbitos del gobierno nacional para los hombres de la época: la mantención del orden público, el manejo de la política exterior, la recaudación de impuestos para cubrir los gastos nacionales, la mantención de las fuerzas militares que permitieran garantizar la soberanía nacional y la administración de justicia. No se concebía ningún espacio para lo que podríamos llamar la acción o política social, ya que se asumía que ésta debía correr a cargo de instituciones como la Iglesia, las sociedades locales de beneficencia o, en todo caso, la propia sociedad civil. Tampoco para la acción empresarial o promotora del desarrollo económico desde el Estado. Recién en 1896, ya fuera de nuestro periodo, se crearía un sexto ministerio (llamado de Fomento y Obras Públicas), que amplió el espacio de la acción pública.




      El Poder Ejecutivo quedaba contrapesado por otros dos poderes: el de una Asamblea Nacional, compuesta de aproximadamente un centenar de representantes de la comunidad política, y el de los jueces que, reunidos en tribunales, administraban justicia de acuerdo a un código de leyes aprobado por la Asamblea Nacional. La Asamblea o Congreso tenía la facultad de dictar las leyes y modificar las normas dictadas por el Ejecutivo, ejerciendo tanto una acción legislativa como de control de este último poder. Era elegida conjuntamente y durante periodos similares al presidente de la República, mediante elecciones realizadas en cada una de las provincias del centenar, aproximadamente, de provincias existente. Los electores conformaban un porcentaje variable de la población nacional, según fueron cambiando los requisitos para votar; pero, como señala el trabajo de Carmen Mc Evoy en este volumen, en general éstos consistieron en ser varón adulto, que tuviese propiedad, ilustración (supiese leer y escribir) o gozase de alguna renta que lo vinculase a la Hacienda pública como contribuyente. Se trataba de una comunidad de electores relativamente pequeña para los estándares actuales, marcados por una tendencia a la ampliación o universalización de la ciudadanía, pero —como lo sugieren varios autores dentro del volumen— este rasgo ha sido algo exagerado por la historiografía anterior, puesto que, durante el periodo comprendido en este volumen, la potestad de votar fue bastante amplia, siendo la principal exclusión la de género.




      Tras el final del régimen colonial, Lima (como en verdad casi todas las capitales coloniales) consiguió mantener la sede del gobierno central, por lo que el nuevo diseño institucional no trajo el refresco político que habría sido de esperar. Los indios, que representaban el 60 por ciento de la población (véase el capítulo «Población y sociedad», de Jesús Cosamalón) y habían sido sistemáticamente excluidos de los puestos de poder y de prestigio durante la era virreinal, no estuvieron mejor representados ni defendidos que en el periodo colonial y sólo lentamente consiguieron acceder a posiciones de ascenso social, como el sacerdocio o la carrera de las armas. En materia de integración social y representación de los indígenas, la república en el Perú no probó ser mejor que la monarquía. La aristocracia de raíces peninsulares fue derrotada políticamente —muchos de sus miembros llegaron incluso a ser expulsados, ejecutados o murieron durante la guerra de independencia—, pero sólo para ser reemplazada por una nueva élite, de criollos y mestizos afincados sobre todo en la capital, reforzada por nuevos inmigrantes europeos, algunos de los cuales provinieron de la misma España.




      La nueva élite tardó en asentarse. Sus elementos civiles, compuestos por escritores, abogados y clérigos, se atrincheraron en el Poder Legislativo y en asientos clave de la burocracia, mientras los militares de la gesta de Ayacucho coparon el Ejecutivo, incluyendo los puestos de gobierno en el interior, sin lograr asentar una fórmula de rotación ordenada del poder. Como lo muestra bien Mc Evoy, más que las elecciones previstas en la Constitución, fueron «golpes de Estado», guerras civiles o «revoluciones» el mecanismo que determinaba que el tiempo de un gobierno había terminado. Los jueces, por su parte, dependían para sus salarios del Ministerio de Hacienda y, con unas finanzas públicas caracterizadas por su insuficiencia, permanecieron largo tiempo sin recibir remuneración alguna y con las cortes de justicia clausuradas por falta de fondos. El sistema político era un régimen presidencialista, pero no porque el jefe del Ejecutivo tuviera un poder efectivo grande, sino por la defección de los otros dos poderes y por la falta de un sistema de autoridades locales o regionales autónomas que contrapesase al Ejecutivo central. Las municipalidades fueron sólo débiles organismos que se encargaban del ornato de las poblaciones urbanas, casi siempre sin rentas propias, sin autoridad efectiva para hacer obedecer sus mandatos ni dirigentes respetados por el Poder Ejecutivo.




      A la falta de estabilidad política que dicha situación traía se sumó el problema de la indefinición de las fronteras nacionales tras la independencia. Los principios del uti possidetis y la determinación general de los pueblos no sólo podían contradecirse en sus resultados, sino que no aclaraban suficientemente la situación de las audiencias que habían dependido de virreinatos, como lo expone Cristóbal Aljovín en el capítulo «El Perú en el mundo», dedicado a las relaciones internacionales. Al desaparecer la colaboración entre diferentes virreinatos, audiencias y capitanías al que daba pie el sistema imperial español en América, todas las nuevas naciones querían ahora tener salida propia y soberana a los océanos Atlántico y Pacífico y al río Amazonas y acceso a los recursos naturales que, en el escenario de penuria fiscal que todas padecían, resultaban clave como fuente de recursos para la Hacienda pública.




      Todo ello significó que la época de la postindependencia tuvo como característica crucial una situación de guerra casi permanente. Ya podía ser ésta civil o interna, librada entre caudillos del ejército que dirimían a sablazos su hegemonía, o internacional, entre repúblicas que disputaban yacimientos mineros o el acceso a una costa o a un río, y no eran raros los casos en los que, como manifiesta Aljovín, las guerras civiles se entremezclaban con las internacionales hasta volver difícil la identificación de si se trataba de un conflicto interno o externo. El enfrentamiento con la Gran Colombia, en 1828, comenzó como un asunto internacional, pero terminó como una guerra interna entre los generales La Mar y Gamarra. Una vez Gamarra en el poder, el proyecto de la reunificación del Alto con el Bajo Perú a través de la creación de una confederación peruano-boliviana desató un enfrentamiento, no sólo entre los caudillos Orbegoso, Salaverry, Gamarra y Santa Cruz, sino entre las repúblicas del Perú, Bolivia y Chile. La muerte de Gamarra, que había resultado el triunfador de la guerra de caudillos de los años treinta, dio paso a una anarquía mayor en el primer lustro de la década de 1840, que tuvo un breve respiro con el triunfo de Ramón Castilla, tras lo que Carmen Mc Evoy llama en su capítulo «La vida política» una «selección darwiniana» entre los jefes militares sobrevivientes de la guerra de emancipación.




      La era de Castilla (1845-1862) no estuvo libre tampoco de guerras internas, como la de 1854 a 1855 contra Echenique, ni internacionales, como la invasión al Ecuador en 1859. En los años sesenta, con la salida del escenario de Castilla, proliferaron las revoluciones, precipitadas por acuerdos internacionales denunciados como traidores (como en 1865) o por reformas fiscales llevadas adelante con poco tacto social o político (como en 1867). Los desórdenes de los años cincuenta y sesenta tenían también como resorte el reparto de la riqueza del guano, que había comenzado a atiborrar las arcas fiscales con dineros que el Estado no tenía ni la organización ni la idea de cómo debía gastar.




      En tal escenario, el cumplimiento del libreto republicano, de unas fuerzas armadas ajenas al debate político y sometidas a los mandatos del poder civil emanado de la voluntad popular, resultaba casi quimérico. La nación se ponía al servicio de ganar la guerra, y no las fuerzas armadas al servicio de la nación. El fracaso —o el muy lento avance, para no pecar de negativo— en la formación de una comunidad nacional, en la que —más allá de sus diferencias regionales, económicas y sociales— los hombres del país se vieran como equiparables y comunes, fue el aspecto más fallido de esta época de transición. Ello a pesar de que, durante el medio siglo analizado en este volumen, el país no soportó un flujo inmigratorio importante, salvo relativamente el de la mano de obra asiática entre 1849 y 1874. El censo de 1876 (y aún el de 1940), reseñado en este volumen por Jesús Cosamalón en el capítulo de «Población y sociedad», clasificó a la población de acuerdo a la «raza», que hasta el siglo XX siguió siendo un definidor fundamental de los derechos políticos, económicos y sociales reales de la población.




      Carmen Mc Evoy representa el proceso de formación de una comunidad política como el tránsito del ideal del ciudadano armado —que, como en las repúblicas de la antigua Grecia, defendía, sin necesidad de soldados especializados, el imperio de la ley y la soberanía de su patria— al del hombre trabajador —que, con su actividad productiva, creaba, a la par que el orden y la paz pública, las entradas necesarias para solventar los gastos comunes de la nación—. Pero como ella misma sugiere, tales programas afrontaron serios problemas en pasar de la letra al hecho. En la inmediata posguerra del salitre, el escritor Manuel González Prada definiría por ello al Perú no como una nación, sino apenas como un territorio habitado.




      Aparte de organizar un sistema de alternancia del poder y para la elaboración de leyes para el gobierno, los gobiernos de la postindependencia debieron aprender muchas otras cosas derivadas de la situación de soberanía y libertad. El reemplazo de los virreyes nombrados por España por presidentes o dictadores, elegidos por los votantes o impuestos por las circunstancias del momento, erosionó más que mejoró la legitimidad de los gobernantes y, en consecuencia, la gobernabilidad de la nueva república. Esto volvía difícil cobrar impuestos de tipo directo, ya que el sentimiento de aceptación del contribuyente y el prestigio moral del cobrador se vuelven importantes. Hubo que delegar la función de la cobranza en caciques locales o, haciendo de la flaqueza virtud, rebajar o incluso abolir las contribuciones.




      El advenimiento de la riqueza del guano convirtió por un momento en ociosas estas preocupaciones, porque pareció volver viable económicamente el proyecto de la república, sin haber pasado por las reformas que hubiesen mejorado la relación entre la economía civil y el gobierno. Varias ficciones creó el auge de las exportaciones de guano en la consciencia de los peruanos: la de ser ricos, sin producir nada, y la de ser una república que podía solventar sus gastos comunes sin que sus ciudadanos tuviesen que hacer algún aporte. Fuera de ello, el fenómeno del guano, como lo muestra Carlos Contreras en «El proceso económico», aumentó las diferencias sociales al distribuir sus beneficios de forma desigual.




      Tomó no menos de un cuarto de siglo a los peruanos aprender cuáles eran las virtudes del modelo republicano que había caído en sus manos. Fue la generación de hombres nacidos después de la independencia la que, alrededor de 1860, inició el debate sobre las reformas que debían emprenderse para lograr calzar la realidad con el modelo. Mc Evoy describe con acierto su enfrentamiento con quienes gozaban los privilegios de la situación anterior (los caudillos militares y sus redes de allegados en el interior) como arduo y prolongado, y en el Perú no terminó de resolverse sino mediante la desastrosa Guerra del Salitre.




      Otro elemento que recorrió el periodo comprendido entre 1830 y 1880 fue la lucha de los intereses regionales por ganar espacio en la política y la economía nacional. En el norte, la ciudad de Trujillo, que funcionaba como cabeza administrativa de una región de ricos valles agrícolas (quizás los más ricos de todo el país), se erigió como la defensora de los intereses regionales, que su élite veía asociados a una agricultura de exportación centrada en cultivos como el azúcar, el algodón y el arroz. Se aliaba con Lima cuando se trataba de defender los tratados de comercio que resguardaban los mercados tradicionales de estos productos, que eran las naciones del Pacífico sudamericano, como Chile, Ecuador y Colombia. Orbegoso y Salaverry fueron precisamente caudillos del norte que se enfrentaron a los del sur, con ocasión de las guerras de la Confederación Perú-Boliviana, entre 1836 y 1839. La economía de la región del norte sufrió la fragmentación de los mercados hispanoamericanos que trajo la independencia. La indefinición de la frontera con Ecuador y Colombia, traducida en frecuentes guerras y sentimientos de hostilidad entre las respectivas autoridades, interrumpió el comercio de productos agrícolas y derivados que, hasta 1820, fluyó de los puertos de Huanchaco, Pimentel y Paita hacia Guayaquil, Esmeraldas y el Chocó.




      En el sur había dos importantes cabezas administrativas, que eran Arequipa, más cerca del litoral, como una especie de puerto interior, y el Cuzco, una villa enclavada en medio de la cordillera andina, que funcionará como la última capital virreinal. Ambas ciudades habían tenido hasta 1820 mayor población española que Lima, aunque después de la independencia habían sufrido la emigración de esta élite, hasta quedar bastante melladas en su prestigio social y sus posibilidades de liderazgo (véase el capítulo de «Población y sociedad»). Podemos decir que ambas ciudades fueron las grandes derrotadas con las guerras de independencia. Su economía dependía, en el caso de Arequipa, de las exportaciones de vinos, aguardientes y frutas de clima cálido hacia el Alto Perú y, en el del Cuzco, de la fabricación de tejidos bastos para el mercado regional y exportaciones de coca hacia el Alto Perú. También exportaban lana de ovinos y camélidos hacia diversos mercados, como los europeos, pero la reunificación del Alto Perú resultaba crucial para sus intereses y, por ello, apoyaron el partido de la confederación con Bolivia en 1836. El triunfo de la alianza anticonfederacionista (el eje Trujillo-Lima-Santiago, contra el eje Arequipa-Cuzco-La Paz) significó el triunfo del Perú costeño, de las regiones norte y central y el inicio del aislamiento de la sierra Sur, que, aunque trató de ser revertido con el ferrocarril de Mollendo, introducido poco antes de la Guerra del Salitre, prosiguió hasta el siglo XX.




      Otros espacios regionales fueron recién configurándose en el siglo XIX. La minería de la sierra Central alimentó cierta personalidad regional en este ámbito, en torno a las villas de Cerro de Pasco, Tarma, Jauja y Huancayo. En esta región fue donde se cosecharon mayores logros para ingresar a la Amazonía, a través de las colonias, primero militares y después agrícolas, establecidas en el valle de Chanchamayo. La falta de fuerza política de esta región se evidenció, sin embargo, en su fracaso para conseguir apoyo del gobierno para la minería de Pasco y Morococha. A pesar de que un ferrocarril a estas regiones mineras era más necesario que en ninguna otra parte del país, el siglo XIX terminó sin que la línea férrea hubiese llegado a Cerro de Pasco, el más importante asiento minero de la región.




      El oriente amazónico comenzó solamente a ser explorado durante el periodo, y se establecieron puertos fluviales sobre el río Amazonas en lugares como Iquitos, aprovechando las ventajas establecidas en los tratados de libre navegación por el río Amazonas firmados con el imperio de Brasil (vuelvo a remitir al capítulo de Cristóbal Aljovín). Una mayor integración de la Amazonía a la república peruana se daría recién con el apogeo del caucho, a partir de 1880, que ya corresponde a otro periodo.




      El auge de las exportaciones del guano sirvió para terminar de inclinar, luego de una vacilación inicial, la política económica peruana hacia una economía de exportación de los recursos naturales. En verdad varias características del país empujaron en esa dirección: la relativa abundancia de tales recursos, en contraposición a la escasez de capital y de mano de obra; la poca calificación de ésta; la falta de consumo interno, por la misma cortedad de la población; sus bajos ingresos y su austeridad en el consumo; y la falta de insumos básicos para la producción de tipo manufacturado, como maderas y hierro. Decidida la orientación hacia el modelo primario-exportador, se optó por abrir la economía a la llegada de hombres de negocios del extranjero, que contaban con el acceso al capital y la tecnología para organizar la extracción de las materias primas, su transporte y mercadeo, y se adaptó la configuración de la propiedad, su acceso, las modalidades de la mano de obra y las características del sistema fiscal y monetario a este tipo de economía.




      Otro de los aprendizajes que debió hacer el nuevo Estado fue lidiar con las presiones de las potencias mundiales. Un país soberano se distinguía precisamente por su facultad para tratar directamente con otras naciones sobre asuntos políticos o de comercio. El siglo XIX en el mundo estuvo marcado por la vertiginosa ampliación del comercio. Con la ayuda de vapores para la navegación, ferrocarriles para el transporte terrestre y telégrafos y cable submarino para las comunicaciones, la circulación de mercancías acreció considerablemente. A pesar de su pequeña población y su escasa capacidad de consumo, el Perú se vio asediado por cónsules y comerciantes extranjeros que aguardaban conseguir preferencias arancelarias y de acceso para sus productos. Asimismo, pretendían que sus hombres de negocios pudiesen dirigir la extracción de aquellas riquezas naturales que podían venderse a buenos precios en el mercado mundial.




      En el escenario del siglo XIX tales acercamientos acabaron en algunos casos en francos episodios de imperialismo: cuando los procedimientos de la diplomacia y la presión económica y política no eran suficientes, las potencias del mundo desplegaban otro tipo de argumentos, menos sofisticados. El Perú no representó un caso de sufrimiento de imperialismo abierto. Como en el caso de otras naciones americanas, la competencia de Gran Bretaña contra el nuevo poder ascendente en esta parte del mundo —el de Estados Unidos de América— hizo que, aunque la presencia de comerciantes británicos y franceses fuese ostensible en Lima y otras ciudades peruanas, también lo fuese la de hombres de negocios estadounidenses, como el ingeniero Henry Meiggs, por ejemplo, lo que debilitó las posibilidades del imperialismo con esta competencia. El episodio más delicado que vivió el Perú durante el periodo fue el de la soberanía sobre las islas guaneras. Al estar despegadas de la costa por varios kilómetros, algunas naciones, como Estados Unidos, propusieron que se considerasen tales islas como territorio internacional, lo que privaría al Perú del monopolio sobre el fertilizante. No hubo, sin embargo, un consenso al respecto entre las potencias, y el hecho de que el país fuese capaz, mal que bien, de organizar las exportaciones de guano con la ayuda de empresarios ingleses, irlandeses y franceses hizo que la iniciativa estadounidense no tuviese el eco suficiente.




      Un tema que levantó mucha polvareda en esta época en varios países de América Latina fue la penetración del liberalismo, como ideología política y económica. Al Perú esta corriente llegó con las revoluciones de 1848, que trajeron de Europa a españoles como Sebastián Lorente (arribado en 1843, poco antes de las revoluciones) y al italiano Antonio Raimondi (quien llegó en 1850), pero sobre todo con desterrados colombianos, argentinos y chilenos, que provocaron una verdadera revolución intelectual en el Perú (véase al respecto el capítulo «La cultura» de Marcel Velázquez). Hubo también figuras de origen interno como el sacerdote Francisco de Paula González Vigil, el intelectual y empresario guanero Manuel Pardo y otras mencionadas en dicho capítulo.




      Los liberales en el Perú cuestionaron el papel de la Iglesia, que aún mantenía muchas propiedades urbanas y rurales y, por lo mismo, se constituía en un poder real importante, que quedaba fuera del control de las instituciones previstas en la Constitución. Pero, en el contexto latinoamericano, el ataque a la Iglesia en el Perú fue relativamente tibio y no llegó a darse la ruptura que ocurrió en otras naciones. Los liberales criticaron asimismo el desorden político del caudillismo, la enorme distancia existente entre las leyes y la realidad, el despilfarro de las rentas públicas y la carencia de un sistema fiscal que crease un vínculo virtuoso entre el ciudadano y la Hacienda pública. No escapó a su análisis del país la necesidad de extender la condición de ciudadanos a una parte mayor de la población nacional, pero sus propuestas en este sentido fueron tímidas, o no llegaron a tener un impacto significativo. Comprendían la difusión de la propiedad en el campo (algo muy costoso, lento y complicado de hacer, como se comprobaría hacia el final del siglo XX), de la educación y sobre todo del transporte moderno. Un ferrocarril educaría mejor que 100 escuelas, sentenció uno de sus promotores. Pensaban que los indígenas debían ser «redimidos» de las taras dejadas en ellos por «el coloniaje», poniendo a su alcance los instrumentos modernos de la civilización. Al Estado le competía la creación de las escuelas y los medios de transporte, pero el papel redentor lo completarían los empresarios y comerciantes, al integrar a los indios como trabajadores (en reemplazo de los esclavos negros y culis chinos) y consumidores de los bienes de la civilización occidental.




      Otras líneas de acción propuestas por el liberalismo peruano para conseguir la modernización social fueron la descentralización administrativa y la remoción del caciquismo o gamonalismo rural. Para ellos, en la sierra predominaba una realidad «feudal», causada por el aislamiento y la vigencia de terratenientes o autoridades abusivas, que impedían el acceso de los campesinos a la educación, la migración laboral y el mercado. Sin embargo, a pesar de que en un par de ocasiones consiguieron colocar a uno de los suyos en el poder presidencial, los liberales no llegaron durante este periodo a conseguir avances importantes en estas materias. Su mayor avance se dio en la cuestión del transporte, pero con los mediocres resultados que el capítulo dedicado a examinar la evolución económica nos revela.




      En el campo de la cultura los liberales estimularon la producción de una literatura y una plástica que comenzó a recolectar elementos que sirvieron para la forja de una imagen de «lo nacional». La sierra, los indios, el párroco rural, el señor de hacienda, el arriero y el pescador fueron elementos captados por los escritores y pintores como portadores de la originalidad de la cultura peruana. Los historiadores comenzaron a bosquejar los primeros discursos de «historia nacional», aunque al final fue Ricardo Palma quien, con sus Tradiciones peruanas, influyó más en la imagen de la historia patria. Velázquez también destaca en «La cultura» la revolución que trajo la prensa, dominada por la intelectualidad liberal en el tercer cuarto del siglo XIX. Con una prosa aguda y galana, los periódicos servían tanto para denunciar abusos como para que los lectores lograsen enterarse de las novedades ocurridas en Europa. Pero la derrota en la Guerra del Salitre fue, al final, el contexto más efectivo para que el liberalismo pudiese desplegar en los años siguientes su acerba crítica y ayudase así a depurar a la nación de algunos de los vicios del Antiguo Régimen, sobre todo en el terreno social.




      Dicha guerra vino a ser el último hito importante del periodo. Más que abrir una nueva época, coronó el proceso de la postindependencia (invitando, desde luego, al país a un nuevo comienzo). La Guerra del Salitre tuvo raíces fiscales y se vio precipitada por la hegemonía que aún tenían los militares en la política nacional. Todavía las historiografías de los países beligerantes discuten si la primera acción que desembocó en la guerra fue el Tratado de Alianza Defensiva del Perú y Bolivia de 1873, el estanco peruano del salitre del mismo año, el armamentismo chileno revelado en la compra de sus barcos blindados en 1875, o el impuesto de los diez centavos decretado por el gobierno boliviano en 1878. El hecho es que el conflicto bélico probó que el sistema fiscal peruano era ineficaz para movilizar recursos financieros que permitiesen sostener el esfuerzo de la guerra, y que las fuerzas armadas carecían de la disciplina y la organización necesarias para realizar desplazamientos rápidos y coordinados.




      Conductas eficaces, heroicas, pero aisladas, como las del marino Miguel Grau o el coronel Francisco Bolognesi (las dos figuras que gozan de mayor veneración en el santoral patrio peruano), no consiguieron revertir dicha falencia económica, ni los errores políticos (el viaje del presidente Prado fuera del país, tras la derrota de Angamos), diplomáticos (el fracaso de la comisión Rosas-Goyeneche, en París) y de estrategia militar (la campaña del sur y la defensa de Lima), que no venían a expresar sino la falta de organizaciones e instituciones estables, como partidos políticos, ejército y Estado.




      Aunque suele decirse que, al final del periodo de 1830 a 1880, el Perú había retrocedido a la situación del día siguiente de la independencia (lo que era verdad en términos de volumen del comercio internacional y recaudación fiscal del gobierno), varias cosas eran nuevas: la riqueza del guano, aunque efímera, había creado una capa de consumidores que podía dar aliento a una producción manufacturera local; los militares salían, no de ganar una guerra como en 1824, sino de perderla, con lo que su prestigio político estaba mellado y debían dar paso a figuras civiles para el gobierno; el escenario mundial estaba copado por hombres de negocios ávidos de nuevas inversiones para aprovechar los nuevos medios de transporte; y la cultura nacional disponía de periódicos, revistas y personajes preparados para realizar la crítica social y política que abriese paso a una nueva situación. Tales serían los elementos con que se configuraría un nuevo periodo de la historia del Perú, abordado en el siguiente volumen.




      Como en todos los volúmenes de esta colección, la época analizada es cubierta por cinco capítulos, dedicados respectivamente a los temas de la evolución política (a cargo de Carmen Mc Evoy Carreras), la evolución económica (a cargo de Carlos Contreras Carranza), la dinámica social y demográfica (a cargo de Jesús Cosamalón Aguilar), las relaciones internacionales (a cargo de Cristóbal Aljovín de Losada) y a la evolución de la cultura (a cargo de Marcel Velázquez Castro). Aunque hemos procurado complementar nuestros enfoques a fin de evitar duplicidades y vacíos, el hecho de que los autores no pertenezcan a una misma escuela de pensamiento o de método hará que ciertos episodios, temas y personajes (como la Confederación Perú-Boliviana, el liberalismo —que Mc Evoy prefiere llamar republicanismo— o Manuel Pardo) sean abordados más de una vez, desde las distintas perspectivas de cada autor. Esto permitirá que el lector cuente con un conocimiento más integral de la historia peruana de la postindependencia.
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      Del ciudadano en armas al ciudadano laborioso:




      guerra, política y representación en el Perú (1830-1879)




       




      En este capítulo me propongo analizar dos de los proyectos políticos que surgen en el Perú durante el periodo que transcurre entre las décadas de 1830 y 1870. De naturaleza militar el primero y de estirpe civil el segundo, sus imbricaciones permiten revelar la especificidad del caso peruano. El régimen de excepción que autorizaba la presencia militar en caso de peligro extremo para la república constituía una de las soluciones más drásticas para gobernar la revolución. Mientras la intelectualidad civil aceptó abiertamente el uso de las armas en caso de emergencia, connotados miembros del ejército evidenciaron un profundo respeto por las instituciones republicanas. Esta suerte de reverencia por la Constitución y por las leyes desencadenó una serie de enfrentamientos en el seno de la corporación militar. El más importante es, sin lugar a dudas, el que se inicia en 1834 cuando, en su intento por defender los fueros de la Convención Nacional, el general Domingo Nieto desafió a sus camaradas de armas. Para el que fuera edecán del presidente José de la Mar era preferible morir como «ciudadano libre» que vivir como «vasallo abyecto y degradado». La noción de la ciudadanía armada —una entidad corporativa e inclusiva defendida en su momento por los militares— fue reemplazada a partir de la década de 1870 por otra más acorde con los tiempos. Los cambios económicos que empiezan a hacer sentir sus efectos en la década de 1860 colaboraron en resaltar las cualidades del ciudadano productor. Dentro de este contexto, la nación económica y civilizada buscó suplantar a la de los pueblos en armas. Este cambio de filosofía política determinó que la soberanía de los pueblos cediese paso a una nacional, la del pueblo. Para que esta transformación ocurriera debieron darse antes una serie de cambios en la dinámica de la política electoral peruana. Al fomentar el proceso de unificación de cientos de clubes electorales dispersos a lo largo del territorio nacional y al promover la participación de las «clases productoras» en la política, la Sociedad Independencia Electoral —fundada por civiles— redefinió a la nación como la asociación de fuerzas económicas e intelectuales y, en ese sentido, abrió el camino para la modernización de la política peruana.




       




       




      La guerra interminable (1834-1844)




       




      Francisco de Paula González Vigil nos ofrece el testimonio de un intelectual desmoralizado por una década de guerra. A la peculiaridad de la política peruana, que era la de estar «siempre empezando», Vigil añadía otra característica aún más perniciosa. Ésta era la existencia de una clase de hombres sin principios que llamaban «bueno [a] lo que es malo y malo [a] lo que es bueno». En un país donde las palabras habían perdido su valor y su sentido «por el repetido abuso» que se había hecho de ellas, la «eterna mudanza de gobernantes» contradecía los ideales de justicia y de virtud, y las «tantas garantías solemnemente prometidas» por los republicanos. González Vigil no estaba equivocado. Los «hábitos viciosos de la revolución» enquistados en el interior del ejército amenazaron constantemente aquella «paz octaviana» anhelada por muchos de sus jerarcas. El propósito de estabilizar la revolución y gobernar la república se vio en consecuencia aplazado por la existencia de múltiples intereses en la corporación militar que peleó por la independencia.




      Cuando Bolívar partió en septiembre de 1826 a la Gran Colombia, la flamante república del Perú quedó en manos de un grupo de generales y coroneles que pugnaban por ocupar su lugar. Además de su entrenamiento en el arte de la guerra, la mayoría de estos militares dominaba la técnica del golpe de Estado, del motín, del asambleísmo, de la conspiración y de la intervención electoral. La ausencia de liderazgo civil determinó que, luego de la partida del Libertador, una de las corporaciones desgajadas del orden colonial y que logró sobrevivirlo reclamase para sí —cerrada y excluyentemente— el papel de fundadora de la república peruana. El golpe de Estado del 26 de enero de 1827, que fue validado con el argumento de la opresión extranjera, destruyó el proyecto bolivariano. Un par de años después (8 de junio de 1829) el general Agustín Gamarra derrocó al presidente La Mar invocando la Constitución, pero también recordando el hecho de que el primer mandatario no era peruano. La tarea de definición nacional y de «regeneración política», liderada por el ejército, ocurrió en medio del enfrentamiento entre diferentes facciones militares y de una crisis económica profunda. El permanente estado de beligerancia que vivió el Perú entre 1826 y 1844 no significó que se dejaran de lado el republicanismo, el constitucionalismo y los procesos electorales, los cuales, debido a la relativa autonomía de las provincias y a la volatilidad del escenario político, exhibieron características muy peculiares.




      El hecho de que «la patria» fuese creada con la punta de la espada en Ayacucho y Junín determinó que el universo conceptual de los miles de soldados peruanos que participaron directa o indirectamente en el acto fundacional de 1824 se nutriera de una idea fuerza: el destino de la república estaba ligado al poder de sus defensores. En el poema compuesto por José Joaquín Olmedo para celebrar la mítica batalla peleada en los Andes centrales, el bardo recreó un imaginario de estirpe republicana. Si a este poderoso legado militar le añadimos el fundamento teórico que utilizan los civiles para validar la dictadura bolivariana, es posible entender la retórica de la unidad nacional puesta en uso por las diversas facciones militares enfrentadas durante los años de la república temprana. Asumir el manto de la unidad tildando al contrario de anárquico, de ambicioso y de caudillo calzaba perfectamente en la lógica de una corporación cuyo mayor reto fue transformar un conglomerado de bandas armadas y dispersas en un ejército capaz de resguardar a la patria.




      La misión de los generales y coroneles peruanos que pelearon por la independencia fue crear «un partido de partidos» con un proyecto político en el cual los intereses particulares quedasen subordinados al bienestar nacional. Para lograr este profundo cambio de mentalidad, entre centenares de soldados desmovilizados y empobrecidos, era necesario reorganizar los cuerpos militares, atender las necesidades económicas de la tropa y los oficiales e imponer una política nacional que trascendiera la meramente grupal o personal. Fue a esta radical transformación —que era económica, pero también política e ideológica— a la que se refirió el general Castilla cuando apuntó a la necesidad de sacrificarse por el «bien público», sin el cual no era posible esperar de ninguna manera «el particular». En 1844 Ramón Castilla estableció su superioridad político-ideológica frente a los seguidores del coronel Manuel Ignacio de Vivanco, a quienes describió como «hombres de circunstancias» que lo sacrificaban todo por un interés meramente personal. Defendiendo un ideario que ya había expuesto con anterioridad, el militar reafirmó el hecho de que su «único y exclusivo objeto» era servir a la patria. En el núcleo de poder de un ejército con pretensiones de liderazgo nacional, la consigna de Nieto y de Castilla fue convencer a propios y extraños de que el interés general debía prevalecer siempre sobre el particular.




      A pesar de que el general Agustín Gamarra sostuvo en varias oportunidades que la única «masa impenetrable» contra las facciones era el ejército, es obvio que fue la guerra y no la cohesión entre sus miembros lo que modeló la cultura política de la república temprana. Las luchas facciosas que eran, de acuerdo a Nieto, el producto de «ambiciones aletargadas» desembocaron, qué duda cabe, en una guerra internacional, la Guerra de la Confederación. El análisis de las proclamas y los pronunciamientos de los coroneles y generales inmersos en infinidad de revueltas ayudan a entender algunas de las razones que justificaron los múltiples levantamientos militares que conmovieron la estabilidad de la república temprana. «Largo tiempo bebí a grandes tragos el cáliz amargo lleno de lágrimas que las víctimas de un gobierno opresor vertieron en el seno de un retiro que aun les disputaban sus duros dominadores», señaló el general Felipe Santiago Salaverry en su proclama contra el presidente Orbegoso. En ese documento, muy similar en la forma y en el fondo a los emitidos por otros connotados miembros de la corporación militar, Salaverry confesó haber visto con fastidio el enriquecimiento de «una facción en medio de la indigencia general» del ejército. La injusticia cometida contra los «veteranos de la independencia», cubiertos en su mayoría con «los andrajos de la miseria», se debía a la ambición desmedida de sus camaradas de armas.




      El general Salaverry no fue el único en denunciar los graves problemas que ocurrían en el interior de su corporación. Los años posteriores a la salida de los generales San Martín y Bolívar del Perú no hicieron más que agravar la conflictividad en el seno de una institución desgarrada por lo que uno de sus miembros definió como «la imprudente prodigalidad de los ascensos». La ambición, estimulada por la rauda carrera de honores y prebendas, y la indisciplina, reforzada después de años de enormes desafíos, unidas a las rivalidades que provocaban el ascenso de compañeros de armas considerados como inferiores crearon, de acuerdo a Jorge Basadre, el caldo de cultivo para una infinidad de revueltas. Todas ellas siguieron el libreto de la guerra revolucionaria con la cual fue posible derrotar al régimen colonial.




      La revolución tuvo un lugar central en los lenguajes políticos vigentes y las prácticas asociadas a ella fueron parte fundamental de la vida política hispanoamericana. En su sentido más reconocido, la revolución significaba la resistencia contra el despotismo y se vinculaba con la figura de la ciudadanía armada. Cuando los gobernantes abusaban del poder, el pueblo tenía el deber cívico de hacer el uso de la fuerza para restaurar las libertades perdidas y el orden trastocado por el déspota. A diferencia de la Revolución Civilista, centrada en la libertad electoral, pero también en la promoción económica, la guerra revolucionaria liderada por los militares estaba relacionada con la restauración de un orden moral que se creía perturbado. «Habiendo comprometido un pueblo, contra las pretensiones de un tirano su fortuna y su vida, por defender la libertad nacional ¿se puede deshonrar o hacer culpable a este pueblo por la adopción del arbitrio único que es poner a salvo sus bienes?», sostenía una de las tantas proclamas que fueron publicadas con ocasión del golpe militar del general Bermúdez. Hilda Sábato opina que para el caso argentino, que muy bien se puede aplicar al peruano, la acción revolucionaria era una amalgama de las viejas concepciones pactistas y de cuño iusnaturalista realimentadas con elementos provenientes de las tradiciones liberales y republicanas, como el caso de la representación y la opinión pública.




      La guerra cívica modeló los usos y las costumbres políticas de la república temprana. En medio de una gran cantidad de enfrentamientos armados, los militares fueron construyendo las maquinarias y las redes sociales que luego les permitirían acceder a la primera magistratura de la nación. Así, las comandancias provincianas, las prefecturas, las subprefecturas y las gobernaciones se convirtieron en fajas de transmisión de un sinnúmero de pronunciamientos militares. Cada pueblo, provincia y departamento debió alinearse con una de las facciones en pugna. Al pronunciamiento, que por lo general ocurría a nivel nacional, le seguía el choque armado, del que finalmente surgía el ganador de la contienda. En ese momento el militar vencedor convocaba elecciones, legitimando, de esa manera, su llegada al poder. A los pocos meses otro de sus camaradas se le enfrentaba, con el argumento de la infracción constitucional, reanudando nuevamente el ciclo de violencia política. Lo que queda claro a partir de este complicado entramado político es que la instauración de la tan ansiada república no concluyó en la racionalización y centralización del Estado peruano, sino que, por el contrario, supuso el fortalecimiento del otro pilar de la autoridad pública en América hispánica: las corporaciones. La alianza caudillo-pueblo, de la que ha dado cuenta el excelente trabajo de Gabriella Chiaramonti, planteó una disyuntiva difícilmente superable entre la representación liberal de la sociedad y su contraparte corporativa. A largo plazo, el desarrollo anterior dificultó la creación de una soberanía moderna, unitaria, absoluta y homogénea.




      Lo plural y fragmentado de la soberanía, hecho que posibilitó el surgimiento y el afianzamiento de autonomías provinciales y departamentales, determinó que fuera casi imposible la creación de una representación liberal y menos de un Estado basado en instituciones modernas. Dentro de un contexto que apunta a la fragmentación y no a la cohesión política, la lectura de la proclama dirigida por Domingo Nieto a los pueblos de la república permite analizar la temprana participación de las provincias en las guerras facciosas. La retórica de Nieto ayuda también a reconocer la influencia de la tradición republicano-liberal en el discurso militar. Nieto, una de las figuras políticas más importantes de la década de 1830, denunció los «horrendos ultrajes» infligidos por una «facción desorganizadora» del ejército contra la Convención Nacional. Esta institución, que, de acuerdo a sus palabras, fue elegida por los libres votos de los peruanos, había sido atacada por un «gobierno militar» que no respetaba ni las leyes ni la razón. Nieto se distanció del «partido de la fuerza», representado por su camarada de armas y jefe Gamarra, enarbolando valores de inocultable estirpe liberal. La justicia a favor de los derechos comunes, la libertad de los pueblos, la soberanía de la nación peruana, el voto popular, la importancia de la ciudadanía, el gobierno de la ley y el respeto por la opinión pública eran, de acuerdo al militar moquehuano, los pilares fundamentales de la república peruana. Describiéndose como «siempre franco y siempre republicano», Nieto discutió en su memoria, publicada en 1838, opiniones, sentimientos y principios políticos que podían colaborar en la regeneración del Perú.




      Activar la guerra revolucionaria contra el potencial enemigo demandaba un esfuerzo enorme de coordinación tanto política como militar. A esa destreza se añadía un conocimiento exacto de la geografía peruana y de la ideología que sustentaba a todo levantamiento armado. En la lucha, desatada en 1834, entre Luis José de Orbegoso y Pedro Bermúdez, el primero presumió del apoyo de la opinión pública y del «solemne pronunciamiento de Junín donde las guerrillas armadas habían hecho prodigios de valor» en defensa de la libertad. Algunos años después, y luego de la victoria en la batalla de Pachía (1843), Nieto se dirigió a la Guardia Nacional de Tacna para agradecerles el hecho de haber «ilustrado su nombre» abatiendo «el orgullo de los soldados mercenarios del Dictador», en referencia a su enemigo Manuel Ignacio de Vivanco. Pachía era, de acuerdo a Nieto, el ejemplo más contundente de la superioridad de los «ciudadanos armados» contra la venalidad de unos soldados que no luchaban por principios, sino por dinero. La noción de que la defensa de la república de los enemigos tanto externos como internos correspondía a los propios ciudadanos y que encomendarla a un ejército profesional abría las puertas de la corrupción y la tiranía se remonta a las repúblicas clásicas. A partir de la lectura que hacen los jerarcas militares de dicha tradición es posible entender la posición del general Castilla, para quien las milicias cívicas eran el «el muro de hierro» contra la ambición extranjera y la doméstica.




      Clément Thibaud observa que la solución provisional al problema de la ciudadanía fue su asociación con la milicia. El «pueblo virtuoso», que en teoría conformaba los ejércitos guerrilleros, actuaba de puente entre los imaginarios republicanos clásico y moderno. Así, el momento irregular de la guerra tuvo un mérito incomparable, el de encontrar un pueblo para la naciente república. Esta mediación no sólo fue funcional para la relación entre Estado e individuo, sino que permitió que ese pueblo huidizo de las constituciones liberales finalmente se corporeizara. Refiriéndose a los poderes creadores de la guerra, Thibaud opina que la guerrilla constituyó un crisol de hombres de todos los orígenes y posiciones, unidos en la voluntad de vivir y de servir a la república. En el caso peruano, las milicias provincianas nutrieron las maquinarias de guerra de las diferentes facciones militares que pugnaban por el poder. La ciudadanía armada fue incluso convocada por el general Andrés de Santa Cruz durante la Guerra de la Confederación. La guerra de guerrillas imaginada por Santa Cruz, en la cual la estrategia «partidas y sorpresas» se entremezclaba con «la guerra de opinión», se constituyó en el núcleo de la práctica revolucionaria para propósitos de una guerra internacional.




      La Guerra de la Confederación fue la culminación de una guerra civil cuyos orígenes se remontan a las elecciones de 1833. Los convencionalistas apoyados por Nieto y los seguidores de Gamarra, representados por Pedro Bermúdez, fueron los protagonistas de un enfrentamiento inédito en cuanto a destructividad, prolongación y extensión de su radio de influencia. La nacionalización de la guerra facciosa y su posterior internacionalización, mediante la incorporación de ejércitos extranjeros, guarda una estrecha relación con el surgimiento de nuevos liderazgos, tanto en el seno de la corporación castrense como en las provincias. Es el caso de Arequipa bajo el comando de Nieto: su rebelión representa la resistencia de un grupo de generales frente al predominio político de Gamarra y del Cuzco. La hegemonía del Cuzco se sostenía en el poder de una milicia de aguerridos veteranos que alcanzaba unos 3.000 hombres. La terrible «máquina del poder militar del Cuzco» estaba formada por los 400 hombres del batallón Pultunchiara, un parque militar de 5.000 fusiles nuevos y un inmenso repuesto de municiones. El armazón principal de esta «ominosa» estructura era, sin embargo, una milicia movilizable constituida por los funcionarios públicos fieles a Gamarra. Con este impresionante contingente era fácil controlar Arequipa, Ayacucho e incluso ocupar rápidamente la sierra Central.




      En 1834 Arequipa intentó ganar el apoyo de la opinión pública presentándose como el «único lugar donde se podía fundar la esperanza de una resistencia probable a la opresión» de Gamarra. La libertad o la esclavitud del Perú, señalaba una de las proclamas redactadas en el departamento del sur, dependía de la ilustración de los arequipeños. Así, el pueblo de Arequipa estaba autorizado a obrar por una «ley suprema de las naciones». Ésta era «la salud de la comunidad». El surgimiento de nuevos liderazgos regionales, como fue el caso de Arequipa, así como el agravio infligido a la Convención Nacional por miembros de la facción asociada al bloque conformado por el Cuzco, Puno y Ayacucho, precipitaron una guerra civil, cuyas consecuencias nadie pudo predecir. A partir de 1834 el éxito de un nuevo liderazgo militar radicó en su capacidad de cimentar alianzas a nivel nacional. Es por ello que Nieto firmó docenas de cartas dirigidas a los gobernadores de los pueblos, a quienes les solicitó apoyo material para su guerra revolucionaria contra «los enemigos de la ley». Al igual que los gobernadores —a quienes el general rebelde pidió caballos, bestias de carga, arrieros y gente dispuesta a encajonar los cartuchos necesarios para dar inicio al combate—, los subprefectos fueron piezas clave en la puesta en marcha de la guerra revolucionaria. Ése fue el caso de José María Castañeda, un veterano de las guerras de independencia, quien colaboró con la causa convencionalista desde la subprefectura de Lampa. Entre sus servicios al general Orbegoso destaca la formación de una división de milicianos, con los que peleó en Lampa, Lucanas y Angaraés. El esfuerzo militar de Castañeda permitió que las provincias bajo su mando se pronunciaran por el «orden legal» quebrado por la facción gamarrista del ejército. No satisfecho con sus acciones militares, Castañeda también capturó 12.000 pesos de contribución que un subprefecto de la oposición conducía a Ayacucho y lo entregó a la comandancia militar, luego de desalojar a las fuerzas enemigas de la provincia de Lucanas.




      El modelo de la guerra revolucionaria, que además de ser total fue inclusiva, pervivió sin mayores alteraciones a lo la largo de los años. En la guerra civil de 1843 a 1844, que enfrentó a los generales Domingo Nieto y Ramón Castilla contra el Directorio de Manuel Ignacio de Vivanco, los revolucionarios se valieron una vez más de una red de autoridades provincianas con la finalidad de construir sus maquinarias político-militares. En el caso específico de la provincia de Huanta, la tarea del subprefecto fue establecer un mecanismo de observación del enemigo; componer el puente por el que transitaría el ejército constitucional; construir las balsas para vadear el río; reunir forraje, víveres y dinero; requisar mulas de carga y establecer una red de espionaje entre Mayoc y Pampas. Otra de las labores de las autoridades provincianas fue el reclutamiento militar. Para el caso del enfrentamiento contra Bolivia en 1842, Nieto utilizó una serie de agentes políticos para movilizar a los pueblos. Ése fue el caso de Juan Antonio Lucero, quien, en carta a su jefe, le refirió los pormenores de su reunión con los «notables» del pueblo de Omate. Lucero informó a los vecinos sobre «el conflicto» en el que se hallaba «la patria», dándoles cuenta de «lo crítico de las circunstancias» políticas y de la necesidad de que todos los miembros de la localidad se enrolaran en la Guardia Nacional. El agente de Nieto repartió proclamas firmadas por el general, que intentaban estimular el patriotismo de las milicias omatinas. En Arequipa, Marcelino Hinojosa, otro agente de Nieto, hizo también su trabajo acopiando monturas, armamentos y caballos y, además, organizando a los artesanos, quienes confeccionaron el vestuario para los batallones cívicos.




      ¿Quiénes eran los ciudadanos en armas que colaboraban en las guerras internas y externas lideradas por los militares? En la década de 1840, una serie de artículos publicados en el periódico El Demócrata Americano dio cuenta del perfil social de los miembros de las renovadas milicias ciudadanas, conocidas desde la independencia como Guardia Nacional. De acuerdo al articulista, una numerosa clase de obreros y artesanos limeños dedicaban tres horas de los domingos a cumplir «los deberes ciudadanos» en beneficio de «la independencia e integridad de la nación». En el Cuzco, por otro lado, los escribanos y abogados deseaban estar alistados en la milicia local, por «la honra» que ello les significaba. La importancia que va adquiriendo la Guardia Nacional —a la que se adhieren también tenderos y comerciantes limeños y provincianos— en los asuntos políticos nacionales puede inferirse cuando se analizan las bases de apoyo de cada uno de los caudillos militares que gobiernan al Perú, desde Gamarra hasta el coronel José Balta.




      El caso de Pedro Cisneros, subprefecto durante la guerra civil que se inicia en 1834 y prefecto durante la de 1843 a 1844, ofrece algunos antecedentes que permiten entender no sólo la logística de las revoluciones militares, sino el papel que dentro de ellas cumplieron los pueblos en armas y sus respectivas autoridades. Unas veces enviando mochilas para los soldados, otras remitiendo dinero o cientos de pieles de cabra para el equipamiento militar, Cisneros colabora en la guerra contra Gamarra desde la subprefectura de Conchucos. Los avatares de la conflagración lo alejan, sin embargo, de su puesto, y es en ese contexto en el que le escribe a Nieto para solicitar un «destino» con el cual vivir con decoro. En 1843 el militar es nombrado prefecto de Tacna y miembro de la Junta Revolucionaria que toma el control de ese departamento y de Tarapacá y Moquehua. Cisneros, quien afirma contar con un «escuadrón cívico» de tacneños «perfectamente armado y montado», y un grupo de herreros que le ayudan a producir armamento, será el proveedor de caballos, sables, fusiles y lanzas para combatir la llamada dictadura de Vivanco. El prefecto también colecta fondos para pagar a la tropa y recopila información clasificada, la que, como en el caso de un informe detallado sobre el movimiento del contingente enemigo, llega puntualmente a manos de sus socios políticos. La aduana de Arica nutre a la prefectura de Tacna de material bélico, en especial de plomo, que será mandado a los jefes militares encargados de las otras provincias rebeldes. Cisneros, quien logra armar un cañón en Arica, también estuvo a cargo de la producción y distribución del periódico El Fénix, órgano de propaganda de la revolución. Es así como las proclamas enviadas por Nieto viajaran desde Tacna, donde el prefecto cuenta con redactores e impresores a cargo de expandir la revolución a todos los pueblos del sur.




      Entre 1834 y 1844 la tarea de los prefectos alzados en armas fue organizar el sistema de comunicaciones y de propaganda de la guerra revolucionaria. Este quehacer dependía, en gran medida, de la organización de un sistema capaz de acopiar los recursos que todo enfrentamiento armado requería. Una estricta recaudación fiscal, junto con el levantamiento de una serie de empréstitos avalados por las contribuciones y los ingresos de la aduana —como fue el caso de la de Arica en manos de Cisneros— permitieron el financiamiento de la lucha armada en las provincias sureñas. Sin embargo, el dinero resultaba siempre insuficiente para alimentar una maquinaria militar insaciable y es por ello que los jefes rebeldes se vieron obligados a asumir deudas personales con los comerciantes locales. Cisneros, quien intentó obtener préstamos de los mercaderes extranjeros establecidos en Arica, recomendaba a sus socios no perder de vista Tarapacá, una provincia que, de acuerdo a sus palabras, estaba llena de «grandes recursos» económicos. «Estoy reducido a ser desde comisario hasta prefecto, y de ranchero a comandante general», escribe Cisneros en la fase más álgida de la guerra contra Vivanco. El comentario anterior muestra cómo la revolución descansaba en la labor incansable de las autoridades locales, cuya tarea más importante era mantener el apoyo indeclinable de los pueblos en armas.




      Las noticias sobre una derrota de los alzados en armas podían variar radicalmente el balance de poder en el interior de las provincias que les servían de apoyo. En un escenario caracterizado por su volatilidad, la habilidad política del prefecto será puesta a prueba una y otra vez. En el caso específico de Tacna, cuando sus pobladores se enteraron de que uno de los generales rebeldes había retrocedido frente al enemigo, ellos inmediatamente solicitaron la convocatoria de un cabildo abierto. En él debía discutirse la posibilidad de una rendición digna, la cual básicamente permitiría preservar la integridad de la provincia y de sus habitantes. Cisneros, a quien los notables de Tacna le piden que abandone el pueblo para evitar las represalias del bando opositor, defenderá ante los generales rebeldes su compromiso político con la provincia bajo su cargo. «¿Qué hacemos mi general para salvar a estos pueblos y llenar con honra nuestros compromisos?», le pregunta a Nieto en una de sus cartas. En los momentos más difíciles de la guerra, el prefecto solicita un trato noble y franco para el pueblo que comanda. De esa manera Cisneros abogará por la seguridad personal de los comprometidos en la revolución, pero también por el reconocimiento de la deuda económica contraída por sus aliados con el pueblo de Tacna. Cuando la victoria es inminente, Cisneros no olvidará reclamar para él y para los tacneños «los goces y prerrogativas» concedidos a los vencedores.




      En medio de la guerra civil que modeló la cultura política de la década que transcurre entre 1834 y 1844, es posible observar la presencia de otros actores políticos que, pese a su debilidad frente al poder militar, colaboraron en la forja de una república diferente a la imaginada por los generales y por sus socios estratégicos, los pueblos en armas. Es el caso del funcionario Esteban de Alzaga, administrador de la tenencia de Piura, quien envió a Orbegoso un elaborado informe sobre su labor burocrática en dicha localidad. En su extensa carta, Alzaga señala que su objetivo es salvaguardar «los intereses del Estado» en la provincia a la que sirve. Otro notable corresponsal del presidente es el convencionalista huanuqueño Manuel Antonio Valdizán. El exconstituyente y diputado por su provincia en 1826 y en legislaturas posteriores participó, en 1834, en la primera expedición de reconocimiento del río Pachitea. En su carta enviada desde Huánuco, el político ofrece una serie de detalles sobre la evolución de la expedición en la que participaban marinos ingleses y que debía llegar a Panao, desde donde se decidiría si se internaban por el río Mairo o el Huallaga. Los fondos económicos para solventar el reconocimiento de los ríos peruanos no provenían del Estado, sino —como nos lo hace saber Valdizán en su carta— de los sueldos de los oficiales que participaban en dicha aventura, entre ellos Clemente Althaus, veterano de la independencia y, en la fecha, ingeniero militar al servicio de la república. La tradición científica, ilustrada y burocrática de ciertos funcionarios que sirven en la Administración militar de la república será continuada por el Estado castillista, que, no olvidemos, nombró al sabio Mariano Eduardo de Rivero como prefecto del rico departamento de Junín.




      La derrota del Perú en Yungay (1839), seguida de la humillación de su ejército en Ingavi (1841), muestran cómo «la guerra maldita», a la que se refirió con desesperación el general Nieto en una de sus cartas a Orbegoso, tuvo consecuencias políticas y económicas muy concretas. Además de propagar la metodología de la guerra revolucionaria a través de todas las provincias y de expandir, como lo señala el pionero trabajo de Cecilia Méndez, los principios republicano-liberales en los lugares más recónditos del Perú, la lucha facciosa destruyó los recursos humanos y materiales de la joven república. ¿Cuál es el legado de la década sangrienta? En primer lugar, la creación de nuevas plataformas político-militares, como fue el caso de la conformada por Tarapacá, Moquehua y Tacna. En segundo lugar, el perfeccionamiento de los viejos mecanismos para extraer recursos con fines bélicos, como los cupos, donativos, exacciones, empréstitos e impuestos utilizados por los jerarcas militares para financiar la guerra en sus diferentes fases. En tercer lugar, la movilización compulsiva de miles de «ciudadanos armados», cuyos destinos estarán unidos a los del bando vencedor o del perdedor y, por último, el declive de El Callao como primer puerto del Pacífico Sur y su reemplazo por Valparaíso. Del final trágico de Gamarra dio cuenta el sermón pronunciado por Bartolomé Herrera a propósito del funeral del voluntarioso general en Lima. En el caso de Nieto, su cuerpo le pasó la factura luego de una década de trajines revolucionarios. Debilitado por docenas de campañas militares, por el exilio y por un sinnúmero de desilusiones, el general moquehuano falleció a escasos meses de que su facción se hiciera con el poder supremo, luego de derrotar a la liderada por Vivanco. Antes de morir, el más republicano de los generales nombró como su sucesor al pragmático Ramón Castilla, un tarapaqueño que fue su aliado político y amigo desde los años de la independencia. En el núcleo de poder de un ejército con pretensiones de liderazgo nacional, la consigna de Castilla fue convencer a propios y extraños de que el interés público debía prevalecer sobre el particular.




       




       




      La república militarizada




       




      El general Ramón Castilla, sobreviviente de esa suerte de selección darwiniana que ocurrió en el ejército entre 1827 y 1844, ensayó, luego de ser elegido presidente constitucional en 1845, la primera de una serie de refundaciones republicanas en las que se verán involucrados los militares. La reconciliación nacional («perdón y olvido del pasado») y la consecución de los ideales de la república temprana («la representación nacional», «la Constitución y las leyes») se convirtieron en la tarea esencial de los «soldados de la república». Debido a que su misión fundamental era sofocar «las pasiones» e imponer «silencio a las discordias», la corporación militar presidida por Castilla será representada como un modelo de patriotismo y de servicio a los «sacrosantos derechos de los pueblos». Si bien desde 1826 los militares fueron incluidos, en calidad de «libertadores», dentro del primer pacto republicano, Castilla reconfirmó ese derecho señalando además que la construcción nacional era parte esencial de dicha tarea. El ejército, liderado por el militar tarapaqueño, buscó reconocimiento público por una virtud todavía más meritoria, la de «encadenar la anarquía» y, por ende, restablecer la paz en toda la república.




      Los sucesos de la Semana Magna, ocurridos un año antes de la inauguración de Castilla (1844), muestran que el objetivo de la fallida revuelta de los «ciudadanos armados» contra el militarismo no sólo fue el intento por resolver el problema de la representación civil en la política, sino una apuesta por preservar un orden social que se creía perdido en los años de las guerras civiles. Con la finalidad de desplazar a los militares, quienes durante muchos años habían sido los guardianes del orden republicano, la rebelión civil en pos de una «república majestuosa» se valió de la opinión pública y de una reelaboración del concepto de ciudadanía. La correspondencia de los alzados en armas evidencia que la tarea que se propusieron los civiles liderados por el prefecto de Lima, Domingo Elías, fue una verdadera quimera. Las palabras y las buenas intenciones de los seguidores del comerciante iqueño fueron irrelevantes frente a una maquinaria militar, curtida en docenas de combates. En ellos participaba la ciudadanía en armas provinciana, la que, además, contaba con la dirección de hábiles comandantes militares con suficiente pólvora para «abrasar» todo el continente.




      Después de erigirse como el vencedor de la prolongada guerra entre las múltiples facciones militares y de ser proclamado el ganador de las elecciones que sucedieron a una década de lucha armada, el general Castilla declaró que «la Constitución y las leyes» eran el núcleo de su «principio político». Es por ello que su administración contempló el restablecimiento de todos los poderes constitucionales, la elección del presidente y vicepresidente y el restablecimiento de la tranquilidad en toda la nación, a la cual el mandatario deseaba ver «engrandecida por la prosperidad». Tal como lo hicieron Gamarra y Nieto, Castilla comprendió que si el ejército deseaba convertirse en una fuerza hegemónica era necesario que trascendiera los múltiples intereses particulares que lo dividían. En virtud de ello, su propósito fue no sólo crear un ejército nacional, sino que dicha corporación exhibiese objetivos esencialmente nacionales. Por ello, no sorprende el intento de Castilla por acercarse a las facciones enemigas, una estrategia que se remonta a su etapa como prefecto de Puno (1834). Otro tema que obsesiona a Castilla, además del faccionalismo que intenta neutralizar con la amnistía política con la que pretende atraer a sus enemigos, excepto Vivanco, es la deuda que la república guardaba con el ejército. Este asunto, resuelto con la ley de la indefinición, solventada con la riqueza guanera, le permitió iniciar, al menos en teoría, la desmovilización de las facciones militares que, durante una década, atentaron contra la paz de la república.




      Castilla, quien fue reclutador del Ejército Patriota, subprefecto de Tarapacá (1825), edecán presidencial (1830), jefe del Estado mayor del ejército acantonado en Puno, además de prefecto de ese departamento, utilizó toda su experiencia política para cristalizar el proyecto de gobierno de los militares. En la prefectura de Puno el general fue capaz de entender la lógica perversa de las revoluciones en las que, paradójicamente, él también participó. Cada gobierno que se instalaba generaba enemigos entre los que —por pertenecer al bando opositor— perdían sus puestos públicos. La ausencia de «destinos» creaba, a su vez, el caldo de cultivo para un nuevo ciclo de violencia política. Su estadía en el sur andino lo instruye sobre un problema político y económico que distaba de tener una solución práctica a corto plazo. Su experiencia administrativa también lo hará consciente de la necesidad de trabajar con los empleados, ciudadanos y demás fuerzas vivas del departamento, sin cuya cooperación era imposible cumplir con eficiencia las tareas de gobierno. En Puno, Castilla descubre además la enorme riqueza que guardaban las provincias bajo su mando. «Nadie está más necesitado que este departamento: es pobre a pesar de que nada en riqueza, solo porque no hay hombres que la desenvuelvan y porque hasta aquí los gobiernos pasados no han prestado ninguna protección y han dejado dormir la riqueza en el seno de la apatía». Esta reflexión de Castilla, que fue proyectada más adelante a nivel nacional, permite observar cómo su apuesta por el orden demandaba el desarrollo material del Perú. Dentro de un esquema que es político pero también económico, la riqueza guanera se convertirá en el instrumento que el Estado militarizado utilizaría para consolidar un poder que, durante años, le fue esquivo.




      ¿Tuvo el general Castilla una estructura administrativa lo suficientemente sólida como para refundar en 1845 la república peruana? En trabajos anteriores, se ha descrito el «Estado castillista» como un ente de naturaleza patrimonialista, conformado por un conglomerado de ideas —corporativistas, republicanas, católicas e incluso liberales— y de corporaciones. Las unidades que formaban el cuerpo político no eran sujetos individuales, sino corporaciones de distintos tipos: las provincias, los artesanos, las universidades, los maestros, las órdenes religiosas, los militares e incluso los denominados «hijos del país». El privilegio, es decir, la ley privada, era la clave para entender la concepción corporativa de dicha síntesis. Cada cuerpo que componía el Estado tenía sus costumbres, regulaciones y ventajas. En efecto, la Iglesia y el ejército tenían sus propios fueros y las provincias y grupos económicos sus prerrogativas. Dentro de ese contexto, El Callao fue promovido por su apoyo al gobierno de Castilla al rango de provincia constitucional en 1858, mientras que Arequipa fue rebajada ese mismo año del rango de departamento al de provincia por apoyar a Vivanco. Respecto al trato brindado a los grupos económicos, «los hijos del país» recibieron del Estado la prerrogativa de comerciar el guano al importante mercado de Inglaterra, un privilegio que más tarde les fue súbitamente retirado.
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